	Fecha
	4 de julio de 1951
	Sesión número
	34

	Motivo: Amparo y Hábeas Corpus

	Recurrente: JUAN BAUTISTA VALVERDE ZELEDÓN

	Recurrido: GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que la Guardia Civil obstaculiza su ingreso a las viviendas que mantiene alquiladas.

	Respuesta del recurrido: La presencia policial se debe a la necesidad de vigilar la actividad de una de sus inquilinas, que subarrienda cuartos a mujeres públicas.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la lesión alegada).


Nº 34

Sesión EXTRAOrdinaria de Corte Plena celebrada a las quince horas del cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y uno, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Ávila, Sánchez, Monge, Fernández Hernández, Valle, Trejos, Acosta y Fernández Porras.

Artículo II
Se conoció del recurso de Amparo establecido por JUAN BAUTISTA VALVERDE ZELEDÓN contra el Director General de la Guardia Civil, que apoya en el artículo 48 de la Constitución Política y en la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950. Alega el recurrente que desde principios de junio último tuvo conocimiento de que por orden del Director de la Guardia Civil, se vigila el pasaje en que están construidas varias casas pequeñas de su propiedad, e impide un Guardia Civil la entrada y salida de las personas e inquilinos; que personalmente él, el recurrente, no pudo entrar al pasaje debido a que se lo impidió el Guardia Civil destacado allí, que respondía al nombre de Tobías Sandí; que uno de los inquilinos, Carlos Luis Vargas, tampoco pudo entrar a su casa, en horas de la noche, por impedírselo el guardia que estaba de turno, y que no fue sino hasta después de varias diligencias que se accedió a la petición del inquilino; y que al mismo Vargas se le hicieron dificultades en una segunda oportunidad. Que personalmente ha expuesto al señor Director de la Guardia Civil el desacuerdo en que está por la usanza de tales métodos, que los estima violatorios a su derecho de propietario, y al derecho que también tienen los inquilinos de ir y venir libremente, sin lograr que se corrijan tales medidas; que a estas horas tiene ya cuatro casas desocupadas, porque posiblemente sus moradores no soportan ese régimen de fuerza, y que no es fácil que haya quien, conociendo la situación, desee avenirse a tanta dificultad engendrada por evidente ilegalidad.
El Director de la Guardia Civil, al evacuar el informe que le fue solicitado, manifestó concretamente lo siguiente: que hace algunos días, y atendiendo a quejas presentadas por el Patronato Nacional de la Infancia, ordenó a la señora Benilda López Rodríguez, inquilina del señor Valverde Zeledón, no subarrendar cuartos de su casa a mujeres que con su proceder constituían escándalo para el vecindario, y que como ha sido comprobado, convertían la casa de la señor López Rodríguez en un prostíbulo, figurando actualmente como una hostería; que recurso similar presentado contra él por la señora López Rodríguez fue declarado sin lugar por este Tribunal en sesión del 18 de junio de este año; que para hacer efectiva aquella orden y evitar las quejas que aún se presentan de nuevo, dispuso se colocara un Guardia Civil, más o menos permanente, fuera de la casa de la inquilina del señor Valverde Zeledón, con el propósito de evitar que hombres visitaran a las mujeres que viven en dicha casa (que se ha demostrado se dedican a la prostitución) y amparar así, no sólo al vecindario que tiene derecho a estar tranquilo, sino también la misma disposición tomada por la Dirección de la Guardia Civil, cuyo derecho confirmó la Corte al declarar sin lugar el recurso de Amparo a que se ha hecho referencia; que en ningún caso se dio orden de detener a los moradores de las demás casas, situadas en el pasaje que da salida a la calle 10, y que si alguno lo ha sido es porque ha habido mala interpretación de parte del Guardia Civil o Guardias, a quienes se les ha encomendado el servicio. Que no cree que cabe en este caso el recurso establecido, pues no se ha dado ninguna orden que prohíba a los demás inquilinos del señor Valverde Zeledón salir o entrar, cuando lo tengan a bien, de sus propias casas de habitación; y que la orden se refiere exclusivamente a evitar que continúe el escándalo que producen las mujeres a quienes la señora Benilda López subarrienda cuartos.
Discutido el caso, se acordó: con la aclaración de que la vigilancia que legalmente le está permitido ejercer a la Guardia Civil debe concretarse a la casa y dependencias anexas, arrendada por la señora Benilda López Rodríguez al recurrente Juan Bautista Valverde Zeledón, y tan sólo para que en ellas no se ejerza la prostitución por rameras inquilinas de dicha señora, se declara sin lugar el recurso de amparo. Como razones para ese pronunciamiento se tienen las siguientes: el señor Valverde Zeledón se queja de que obedeciendo a órdenes del Director General de la Guardia Civil, permanentemente se tuvo por las noches, y desde comienzo del pasado mes de junio, destacado a la entrada del pasaje que da acceso al lugar interior donde tiene varias casas de alquiler de su propiedad, un número de ese cuerpo que impedía entrar y salir a los arrendatarios. Que el siete de junio, al propio recurrente, que se constituyó en el lugar para indagarse de la verdad de las cosas, se le prohibió entrar a su propiedad, y que con fecha veinte del mismo mes, lo referido le ocurrió a su arrendatario Carlos Luis Vargas, por lo cual hubo de presentarse a la Sección Tercera de la Guardia Civil, donde puso su queja al Mayor Villalobos, que con él se constituyó en la propiedad intervenida, comprobando la disposición de las casas y sus habitantes, dando de inmediato permiso al señor Vargas para entrar a su casa; sin embargo el veintidós del mismo mes el guardia vigilante, volvió a impedir la entrada del señor Vargas, quien llegó a las nueve de la noche con el objeto de acostarse, siendo indispensable lograr por teléfono de la jefatura de la Guardia Civil, el permiso necesario para que ese señor pudiera dormir en su casa. Varias constancias de inquilinos suyos ha aportado el recurrente para demostrar los mismos hechos, pero todas ellas los refieren como ocurridos a principios o mediados del pasado mes de junio. El recurrente se queja, de que con tales actos arbitrarios, la Dirección de la Guardia Civil le está obstaculizando el goce irrestricto que tiene en su propiedad, y el derecho de ir y venir de sus arrendatarios, violando con ello preceptos claros de la Constitución Política. El Director de la Guardia Civil informa que la vigilancia por él ordenada se refiere a la casa de la señora Benilda López Rodríguez, que es una de las que existen en el interior del pasaje referido de propiedad del señor Valverde Zeledón, y esto para impedir que en cuartos que arrienda esa señora se ejerzan actos de prostitución, que por el escándalo que provocan han sido denunciados a su Superioridad por el Patronato Escolar de la Escuela República Argentina, por el Patronato Nacional de la Infancia y por el señor Gobernador de la Provincia; y que de su proceder ya conoció esta Corte Plena, por recurso de Amparo establecido por la expresada señora que fue declarado sin lugar. Que en ningún caso esa Dirección dio orden de detener a los moradores de las demás casas arrendadas por el señor Valverde Zeledón en el interior del pasaje dicho, y que si alguno lo ha sido, se ha debido a una mala interpretación de sus órdenes por parte de los guardias vigilantes. Así las cosas, no constando del expediente que, después de las diligencias efectuadas ante la Jefatura de la Guardia Civil para que cesara la detención del paso a sus casas de los arrendatarios en su propiedad citada, las que tuvieron lugar el veinte y veintidós de junio últimos en el caso del inquilino Carlos Luis Vargas, y expresando el funcionario contra quien se dirige el recurso, que sólo una mala interpretación de sus subalternos pudo confundir sus órdenes, que no iban encaminadas a estorbar su derecho a entrar y salir a esos arrendatarios, debe declararse sin lugar el recurso por no constar que se hayan repetido los hechos acusados, y ser prenda de garantía la palabra del Director de la Guardia Civil que dice a esta Corte que sus órdenes no alcanzaban a tal extremo. Pero es conveniente aclarar, por haber sido esta la mente de la resolución de esta Corte dictada en sesión celebrada a las catorce horas del dieciocho de junio pasado, en recurso de amparo establecido por la inquilina de la misma propiedad Benilda López Rodríguez, que la vigilancia de la Guardia Civil debe concretarse a la casa de esta señora y tan sólo para que en ella no se realicen actos de prostitución.
